DERECHO DE PETICIÓN/ Improsperidad por falta de prueba de la presentación de la solicitud
Con la demanda se allegó copia de una petición, dirigida al Director de Sanidad de la Policía Nacional de Colombia, `Ciudad´(…) en la que solicita se reactiven los servicios médicos a su representado; se le realicen conceptos médicos para una nueva calificación de la pérdida de su capacidad laboral, por medio de una convocatoria a la Junta Médica (…) documento que tiene una nota, al parecer sobre su recibo, del 16 de junio de 2016, pero no se da cuenta sobre la oficina o autoridad que la recibió.

Fue por tal razón que en el auto admisorio de la tutela se requirió al demandante para que aclarara la situación (…)
Ese requerimiento fue desatendido por el accionante y entonces no hay forma de considerar demostrado que efectivamente se presentó, ante la autoridad demandada o alguna de las vinculadas, la solicitud de que se trata, menos cuando la Jefe Seccional de Sanidad de Risaralda (…) no tenía conocimiento de la referida petición.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-489 de 2011.
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   Acta No. 410 del 29 de agosto de 2016

   Expediente 66001-22-13-000-2016-00796-00
Decide la Sala en primera instancia sobre la acción de tutela instaurada por el señor Carlos Augusto Peláez Ruiz, quien actúa por medio de apoderado judicial, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, a la que fueron vinculadas la Jefe del Área de Medicina Laboral de esa entidad y la Jefe Seccional Sanidad Risaralda.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el apoderado del actor que este, por su intermedio, el 16 de junio de 2016 elevó solicitud a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional y han transcurrido más de 15 días sin que se le resuelva de fondo.
2.- Considera lesionado el derecho de petición. Para su protección, solicita se ordene a la entidad demandada, resolver de fondo la solicitud a que se refiere.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto del 16 de agosto último, se admitió la acción. En la misma providencia se ordenó al apoderado del demandante acreditar que envió la petición a que se refiere el hecho primero de la demanda, pues la que aporta no lo suscribe él con aquella calidad y para que indicara dónde o a quién lo entregó. Al director de la entidad demandada se le solicitó informar si la había recibido y en caso positivo, indicara si la contestó, en qué fecha y remitirá copia del escrito respectivo y de la constancia de remisión.

Posteriormente se ordenó vincular a la Jefe del Área de Medicina Laboral de la Policía Nacional y a la Jefe Seccional Sanidad Risaralda.
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Director de Sanidad de la Policía Nacional, Coronel Hugo Casas Velásquez, empezó por explicar la naturaleza de la que participa dicha entidad, sus funciones, la normatividad que la rige y su estructura orgánica interna, para finalmente concluir que la competencia para contestar la tutela la tiene el Área de Medicina Laboral liderada por la Coronel Adriana Martínez Ávila y de la Seccional de Sanidad Risaralda, liderada por la Teniente Nancy Cardozo Díaz, a las que se las remitió  para que brindaran la respuesta.
2.2 Esta última funcionaria, al ejercer su derecho de defensa, manifestó que no se tiene conocimiento del derecho de petición presentado por el accionante, y que una vez verificado en la oficina jurídica y de radicación, no hay soporte alguno para proceder a darle una respuesta de fondo. Indica que, revisados los anexos aportados,  en el cual se adjunta la petición, la misma tiene como finalidad obtener una nueva calificación por la junta medico laboral y a su vez que se reactiven los servicios médicos por Sanidad de la Policía; verificó con el área de Medicina Laboral los archivos existentes y se pudo constatar que no existe en esa seccional expediente médico laboral a nombre del accionante, razón por la cual debe indicar en qué regional le fueron practicados sus exámenes de retiro. 
Aclara que el actor refiere en los hechos de la petición que le realizaron una Junta Medica Laboral en el año 2008, lo cual prueba que su situación médica por parte de la Policía Nacional ya fue resuelta y por tanto la Seccional de Sanidad Risaralda no puede autorizar servicios médicos, sin que el Área de Medicina Laboral de esa seccional tenga competencia para realizar una nueva junta. Por tal razón, debe proceder a radicar ante el Tribunal Medico Laboral una nueva petición en la que solicite la modificación de la lesión o afección calificada en junta anterior.
Alega que no ha vulnerado derecho fundamental alguno y solicita negar por improcedente la acción de tutela.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

Ese medio excepcional de amparo tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario.
2.- Tiene por objeto la presente demanda constitucional la protección del derecho fundamental de petición, el cual considera el actor fue lesionado por parte de la autoridad accionada al no resolver de fondo la solicitud impetrada el pasado 16 de junio de 2016.  

3.- Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional
.
Empero, para establecer si se produjo la lesión, debe acreditar el accionante que elevó una solicitud en determinada fecha y que vencido el término para contestar, la autoridad o el particular a quien se dirige, aún no la contesta. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional
:

“Ahora bien, la violación de ese derecho puede dar lugar a la iniciación de una acción de tutela para cuya prosperidad se exigen dos extremos fácticos que han de cumplirse con rigor. Primero la existencia con fecha cierta de una solicitud dirigida a una autoridad, y segundo el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que se haya dado una respuesta oportuna al solicitante. Así las cosas, para la prosperidad de la acción de tutela por violación del derecho de petición, el accionante debe acreditar dentro del proceso que elevó la correspondiente petición y, que la misma no fue contestada
.
 
Por lo anterior, es pertinente agregar que si bien toda persona tiene derecho a elevar solicitudes respetuosas ante la administración o contra particulares, es requisito indispensable para obtener el fin perseguido con la acción de tutela, demostrar así sea de forma sumaria, que se presentó la petición. 

En este sentido, la Sentencia T-997 de 2005, resaltó:    

 

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.

En este orden, no basta por tanto que el accionante afirme que su derecho de petición se vulneró por no obtener respuesta. Es necesario respaldar dicha afirmación con elementos que permitan comprobar lo dicho, de modo que quien dice haber presentado una solicitud y no haber obtenido respuesta deberá presentar copia de la misma recibida por la autoridad o particular demandado o suministrar alguna información sobre las circunstancias de modo, tiempo y lugar que acompañaron la petición, a fin de que el juez pueda ordenar la verificación”
.

4.- Con la demanda se allegó copia de una petición
, dirigida al Director de Sanidad de la Policía Nacional de Colombia, “Ciudad”, suscrita por el abogado Andrés Augusto García Montealegre, en calidad de apoderado del señor Carlos augusto Peláez Ruiz, en la que solicita se reactiven los servicios médicos a su representado; se le realicen conceptos médicos para una nueva calificación de la pérdida de su capacidad laboral, por medio de una convocatoria a la Junta Médica Laboral y se le reconozca personería para continuar con el proceso encomendado, documento que tiene una nota, al parecer sobre su recibo, del 16 de junio de 2016, pero no se da cuenta sobre la oficina o autoridad que la recibió.
Fue por tal razón que en el auto admisorio de la tutela se requirió al demandante para que aclarara la situación, más aún cuando dijo su abogado que fue él quien suscribió la petición de que se trata, como apoderado del actor, hecho que no es cierto, pues la firmó profesional del derecho diferente.

Ese requerimiento fue desatendido por el accionante y entonces no hay forma de considerar demostrado que efectivamente se presentó, ante la autoridad demandada o alguna de las vinculadas, la solicitud de que se trata, menos cuando la Jefe Seccional de Sanidad de Risaralda, respecto de la cual dijo el Director de Sanidad de la Policía Nacional era la competente para contestar la acción de tutela, que no tenía conocimiento de la referida petición. 
5.- De lo anterior puede deducirse que el accionante no ha pedido a las autoridades castrenses se pronuncien sobre lo que pretende obtener por vía de tutela y por tanto, se concluye que no se ha producido lesión a derecho fundamental que justifique la tutela, por lo que el amparo solicitado no está llamado a prosperar. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Negar la acción de tutela promovida por el señor Carlos Augusto Peláez Ruiz, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, a la que fueron vinculadas la Jefe del Área de Medicina Laboral de esa entidad y la Jefe Seccional Sanidad Risaralda.

SEGUNDO.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
TERCERO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver por ejemplo sentencias T-361 de 2009, T-938 de 2012, T-084 de 2015, entre muchas otras.


� Sentencia T-489 de 2011, Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chajbub.


� Sentencia T-1224 del 25 de octubre de 2001, Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-767 del 12 de agosto de 2004, Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis.


� Folios 6 a 8 del expediente.





1

